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PRESENTACIÓN
DDesde el año 2017 la sociedad civil en los siete países que integran el Marco 

Integral Regional para la Protección y Soluciones (MIRPS) ha sido agente 
colaborante, crítico y constructivo, de lo que representa para los acuerdos 
internacionales, sobre personas en movimiento, una respuesta multi actor, en una 
nueva realidad global, donde todas: personas en movimiento, desplazadas por 
violencia, gobiernos, organismos globales y regionales, particulares, empresas, 
académicas, iglesias y sociedad civil, nos sumamos al esfuerzo por transformar una 
realidad, cada vez más compleja; esa respuesta ya había estado viva en la última 
década y ha encontrado en MIRPS un canal de integración.

La declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes en 2016 
construye el pilar del Marco de Respuesta Integral para los Refugiados, que permitió 
a los gobiernos de Belice, Costa Rica, Guatemala, Honduras, México y Panamá, dar 
un primer paso regional para centrar las distintas respuestas a la protección y 
soluciones de las personas en movimiento, con lo que hoy conocemos como MIRPS, 
El Salvador será posteriormente un país que se suma a éste; es fundamental 
entender este momento histórico, el contexto regional, se ha complejizado, pero 
que en común se busca una respuesta significativa frente a flujos migratorios mixtos 
y un realidad local con deudas de inclusión.

Este informe 2021, es continuidad de la colaboración que se ha construido entre 
las diversas organizaciones de sociedad civil de los siete países, que en reuniones 
periódicas, con las limitaciones generadas por la pandemia por la COVID-19, hemos 
trabajado por asumir la importancia de integrarnos, comunicarnos y 
comprometernos por construir un debate regional que visibilice el trabajo y las 
experiencias de la sociedad civil en comunidades, donde, además del flujo mixto de 
personas en movimiento, también existen retos en las comunidades receptoras y de 
tránsito, donde ninguna ha sido ajena de la importancia de visibilizar la solidaridad y 
la empatía de los territorios donde trabajamos.
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Este informe 2021, es continuidad de la colaboración que se ha construido entre 
las diversas organizaciones de sociedad civil de los siete países, que en reuniones 
periódicas, con las limitaciones generadas por la pandemia por la COVID-19, hemos 
trabajado por asumir la importancia de integrarnos, comunicarnos y 
comprometernos por construir un debate regional que visibilice el trabajo y las 
experiencias de la sociedad civil en comunidades, donde, además del flujo mixto de 
personas en movimiento, también existen retos en las comunidades receptoras y de 
tránsito, donde ninguna ha sido ajena de la importancia de visibilizar la solidaridad y 
la empatía de los territorios donde trabajamos.

El Mecanismo de Diálogo Regional entre Organizaciones de la Sociedad Civil del 
MIRPS (OSC-MIRPS) desde finales de 2020 materializa parte de los compromisos, 
que como colaborantes adquirimos, para que con las personas en movimiento, los 
gobiernos y organismos, así como la diversidad que existe dentro de las 
organizaciones de la sociedad civil, aportemos a la transformación regional y a la 
realidad comunitaria que tenemos; los retos son diversos y complejos, la protección, 
la educación, la salud, los medios de vida y la protección social, son solo algunos de 
los puntos desarrollados en la narrativa del informe 2021 y nos ha parecido central 
visibilizarlos, para construir respuestas comunes.

Finalmente es importante en este informe, agradecer y visibilizar la voluntad de las 
personas, a quienes con su trabajo lograron elaborar el presente, las distintas 
organizaciones y equipos de la sociedad civil que conformamos el mecanismo, al 
Consejo Noruego para los Refugiados como acompañante del instrumento, así 
como del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), 
por construir puentes de comunicación y trabajo colectivo, para acompañar a más 
personas de manera significativa, esperamos que este informe, en su versión 
resumida y en su versión completa, sumen a la narrativa, a la construcción de 
diálogos y de diagnósticos locales, nacionales y regionales, para atender a una 
realidad, de la cual todas somos parte.
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El Mecanismo de Diálogo Regional entre Organizaciones de la Sociedad Civil del 
Marco Integral Regional para la Protección y Soluciones (MIRPS-OSC), es un 
instrumento dinámico desde el que se promueve la responsabilidad compartida, la 
constitución de espacios de participación colectiva y la instrumentación de acciones 
coordinadas en la región. En este sentido, es primordial proteger y situar a las 
personas en el centro de las acciones de solución y protección, considerándolas 
como los principales agentes para el cambio.

Para cumplir con este propósito se requiere el reconocimiento de los avances y 
destacar los desafíos como oportunidades para construir estrategias y acciones 
adecuadas que contribuyan a la búsqueda de soluciones a las problemáticas que 
enfrentan las personas en movilidad. Desde esta perspectiva en el informe se 
incorporan las perspectivas de siete países: Belice, Costa Rica, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, México y Panamá, en las que se analiza el contexto migratorio 
y las acciones de protección, educación, protección social, salud y empleo.

Panorama general
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CONTEXTOCONTEXTO
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La emergencia sanitaria-humanitaria provocada por la pandemia de coronavirus 
transformó las formas tradicionales de intervención y atención a poblaciones con 
necesidades de protección. Algunos países instrumentaron respuestas innovadoras 
de atención, mientras que otros, tuvieron el desafío de mantener sus operaciones en 
un contexto de saturación de servicios de salud; por lo que, se resaltan aspectos 
claves de cada uno de los siete países analizados.

BELICE

Asimismo, los beliceños también migran a Canadá, México y otros países 
angloparlantes (Caribbean Migration Consultations, 2018). Con base en cifras de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU), se ha estimado que para el año 2020, un 
total de 52,756 personas abandonaron el país. De ellas, 22,097 fueron hombres y 
30,659 eran mujeres. Además, se contabilizó un total de 118 personas deportadas a 
Belice (OIM, 2020). Belice también es un país receptor de solicitudes de asilo. De 
acuerdo con los datos más recientes del año 2021 recopilados por la Organización 
Internacional para las Migraciones (OIM), se contabilizaron un total de 2,500 refugiados 
y solicitantes de asilo y, se estima que, al menos hay 3,400 personas más no registradas 
que requieren protección internacional (ACNUR, 2021).

Contexto:
La movilidad humana en la región

Esto equivale a aproximadamente 62 mil personas (OIM, 2021b). Dicha proporción 
ha convertido a Belice en el país centroamericano que cuenta con la población 
inmigrante más grande de toda la región. El principal factor de movilidad que atrae 
personas hacia Belice es el económico, toda vez que, por ejemplo, en el año 2018, 
las remesas que se enviaron a los países vecinos representaron el 5% del PIB (OIM, 
2021b).

Belice es un país de tránsito de los diferentes flujos migratorios de la región 
de Centroamérica donde el porcentaje de personas en contexto de movilidad 

en su territorio es relevante, toda vez que, con base en datos del Observatorio 
de Migraciones, el 15.6% de su población proviene de países como Guatemala, El 

Salvador y Honduras.
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De forma específica, en Belice la Ley de Inmigración (Capítulo 156, Art. 24) estipula 
que las personas que ingresen al país sin un visado, permiso regular o que no puedan 
comprobar tener los medios financieros suficientes para mantenerse en el país, 
pueden ser acusados, penalizados y retornados a su país de origen, es decir, que la 
migración irregular es considerada un delito. Incluso se sabe que, en el sur del país, 
los oficiales de inmigración se dirigen a las comunidades y les piden a las personas en 
las calles sus documentos, además, visitan las casas (especialmente los apartamentos) 
pidiendo documentación. En caso de que la persona no pueda proporcionar los 
documentos o demostrar que está legal en el país, lo llevarán a la estación de policía 
y comenzarán el proceso de deportación. En este sentido la OIM documentó que, 
entre 2016 y 2018, unas 1,449 personas migrantes fueron procesadas y condenadas 
por ingresar irregularmente al país (OIM, 2021a).

EUA

CANADÁ

MÉXICO

BELICE
para el año 2020,un total de

personas abandonaron el país.

Organización de las Naciones Unidas (ONU)

52,756 

 22,097
 30,659

personas no registradas que
requieren protección internacional.

personas deportadas a Belice
118

2,500

3,400
refugiados y solicitantes de asilo

Contexto
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COSTA RICA

Específicamente, transitan grupos migratorios cuyo destino es Estados Unidos y se 
observa la presencia de personas provenientes de Haití, Camerún, Congo, 
Bangladesh, India y otros flujos transcontinentales, los cuales, en su mayoría, a pesar 
de que el país cuenta con mecanismos y sistemas coordinados para el registro y 
atención de sus necesidades, no necesariamente desean acceder a dichos beneficios 

y más aún, intentan eludir los controles migratorios (MPI, 2021).

Flujos transcontinentales

Asimismo, a partir de mediados de abril del 2018, a raíz de los distintos 
acontecimientos sociopolíticos que se desencadenaron en Nicaragua, una gran 
cantidad de personas provenientes de dicho país comenzaron a trasladarse hasta 
Costa Rica en busca de mejores condiciones de vida, lo que cambió totalmente la 
dinámica migratoria entre ambos países (OIM, IFAM, 2019). Por otra parte, el aumento 
en la llegada de personas de Venezuela que para finales de diciembre de 2020 se 
registró aproximadamente 29,820 venezolanos (OIM, 2020) también ha contribuido a 
la delineación de un contexto migratorio mixto, cambiante y variado en Costa Rica.

 Costa Rica es un país de origen, tránsito y destino migratorio y cuyos 
flujos en condición irregular se han evidenciado más claramente en 
términos cuantitativos desde el 2013 en América Central, presentando 
entre 2015 y 2016 un pico migratorio en la frontera sur de Costa Rica 
con Panamá. En ese periodo el gobierno de Costa Rica estableció 
una serie de medidas que permitían el paso y el acompañamiento 

de estos flujos migratorios.
Por el territorio costarricense se observan flujos migratorios en tránsito en dirección 
sur-norte y que están integrados principalmente por personas provenientes del 
Caribe, Asia Meridional, África central, África occidental, África oriental y América del 
sur, cuyos destinos más comunes son los Estados Unidos de América y/o Canadá.

Contexto
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EL SALVADOR

En El Salvador se observan principalmente tres fenómenos migratorios:
•	 migración hacia otros países (principalmente a Estados Unidos), 
•	 migración de retorno 
•	 y desplazamiento interno forzado.

Solo en 2018, El Salvador fue el segundo país de nacionalidad que registró mayor 
cantidad de personas refugiadas y solicitantes de refugio en la región de América 
Latina y el Caribe, sólo después de la proporción de personas provenientes de 
Venezuela. Asimismo, el Ministerio de Relaciones Exteriores de este país (2017) ha 
calculado que, aproximadamente tres de cada diez personas salvadoreñas viven 
actualmente fuera de El Salvador. Muestra de lo anterior es que, en el año 2020, se 
estimó que había aproximadamente 1.7 millones de personas de nacionalidad 
salvadoreña viviendo en Estados Unidos, un aumento de casi medio millón de 
personas en comparación con los 1.3 millones que se estimaban para el año 2013 
(Selee, et. al., 2021).

Contexto
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Si bien, a causa de la pandemia por COVID-19 en el año 2020 se reportó una 
reducción de los flujos migratorios de El Salvador hacia otros países, en 2021, el 
gobierno de México contabilizó hasta noviembre de ese mismo año, un total de 
20,553 eventos de personas salvadoreñas presentadas ante autoridades migratorias, 
lo que representa un aumento de 150% con respecto al 2020 y la cifra más alta 
reportada desde el año 2016. Asimismo, es importante mencionar que de estas 
personas se contabilizó a un total de 5,219 niños, niñas y adolescentes (25% del total), 
representando un aumento de casi cinco veces con respecto al año 2020 (Unidad de 
Política Migratoria, 2021).

En cuanto a personas salvadoreñas retornadas, hasta noviembre 2021, se registró 
un total de 7,124 personas en esta situación, lo cual representa una disminución de 
30.1% con respecto al año 2020.

Sin embargo, esta cifra varía de acuerdo con el país del que retornaron las personas, 
es decir, hubo una disminución del 49% de aquellos retornados de Estados Unidos 
de América (EUA) y un aumento del 22% de aquellos que fueron retornados desde 
México. Asimismo, cabe destacar que la población retornada presenta un perfil 
mayoritariamente integrado por hombres, tanto para adultos como para menores de 
edad (OIM, 2021).

Contexto
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GUATEMALA
La convergencia de factores y características geográficas y sociodemográficas 
de Guatemala han hecho de este país un lugar de tránsito, destino y retorno 

de personas migrantes. Estos flujos migratorios se encuentran presentes, tanto al 
interior, como hacia el exterior del país e incluyen a personas refugiadas, retornadas, 
en tránsito, desplazadas forzadas y transfronterizas (Gobierno de la República de 
Guatemala, 2017; Pikielny, et. al., 2021).

Por un lado, de acuerdo 
con las cifras del Instituto 
Centroamericano de 
Estudios Fiscales (ICEFI), 
en 2019, había un total de 
1,205,644 migrantes 
guatemaltecos fuera del 
país. El 95% de esta 
población emigró de 
manera irregular y su 
principal destino fueron los 
Estados Unidos de 
América (EUA).

Por otro lado, a inicios del año 2021, el “Reporte Situacional 9 de Flujos de Personas 
Migrantes en Tránsito Observadas”, reportó que 7,500 personas habían cruzado hacia 
Guatemala, la mayoría de ellas, por la frontera El Florido, Copán. Sin embargo, el 
tránsito de las personas frecuentemente es interrumpido por los cuerpos de seguridad 
del Estado guatemalteco y gran parte de ellas son retornadas a sus países de origen, 
principalmente a Honduras (OIM, 2021a).

Contexto
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Asimismo, en este mismo año, se registraron 26,441 personas en tránsito que fueron 
asistidas por la Red Nacional de Protección que es promocionada por la Oficina del 
Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados en Guatemala (ACNUR, 
2021).

En cuanto a las personas retornadas de otros países a Guatemala, en el año 2020, un 
total de 45,572 personas regresaron al país. El 58.8% de la niñez guatemalteca 
retornada realiza el trayecto migratorio de forma “no acompañada” (NA) (OIT, 2021). 
Asimismo, de acuerdo con datos de la Organización Internacional para las Migraciones 
(OIM), de enero a octubre de 2021, retornaron al país 49,073 personas: el 79.2% 
provenían de México (5,631 mujeres y 25,275 hombres) y el 20.8% de Estados Unidos 
(2,307 mujeres y 5,821 hombres).

Actualmente, Guatemala es el país del Triángulo Norte con la mayor tasa de retornados, 
principalmente provenientes de México y EUA (Gobierno de la República de Guatemala, 
2017).

Contexto
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HONDURAS
Muchas familias hondureñas abandonan el país buscando mejores 

oportunidades educativas para sus hijos menores de edad (PADF & 
COIPRODEN, 2021). Una consecuencia de esto ha sido el incremento en 

la movilidad de la población juvenil.
 Por ejemplo, mientras que en el año 2016 niñas, niños y adolescentes (NNA) entre 
cero y 14 años representaron el 10.6% de la población emigrante, en el 2019 este 
porcentaje incrementó al 15.1%. Asimismo, en el 2019, adolescentes y jóvenes de 
entre 15 y 24 años representaron el 60.6% de la población de emigrantes nacidos en 
Honduras, destacando una mayor proporción de mujeres jóvenes (OIM, 2019).

Asimismo, se ha registrado un incremento en las cifras de personas hondureñas 
retornadas. En el año 2021 se reportaron 52,968 personas retornadas (79% provenían 
de Estados Unidos, 20% de México y 1% de otros países). 

Contexto
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Lo anterior representa un incremento del 45% con respecto al año 2020. De forma 
particular se registró un aumento sustancial en el número de personas retornadas 
desde México, con un crecimiento del 86% en casos, mientras que el número de 
personas retornadas de Estados Unidos disminuyó en un 22%. Desde ambos países, 
el número de casos de niñas, niños y adolescentes (NNA) retornados aumentó de 
manera considerable (56% de aumento de NNA retornados desde Estados Unidos y 
94% de México) (OIM, 2021).

Finalmente, en Honduras también se recibe a poblaciones provenientes de 
otros países que se encuentran ya sea, en tránsito, residiendo temporalmente 
o, con la intención de establecerse dentro del territorio (aunque estas últimas 
en menor medida). 

Estas personas vienen principalmente de otros países de América Central tales como 
Guatemala, El Salvador y Nicaragua, y de Estados Unidos. Así, de 2014 a 2019, se 
registraron 3,779 residentes extranjeros en Honduras (OIM, 2019), cifra que queda 
muy por debajo si se compara con la proporción de personas que salen del país, 
principalmente debido a que Honduras no necesariamente es considerado como un 
país apto para mejorar la calidad de vida de forma significativa.

Contexto
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MÉXICO
De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas, 

11,185,737 personas salieron del país, de las cuales un 53.2% eran 
hombres, y un 46.8% mujeres (ONU, 2020). A causa del gran flujo de personas que 
salen del territorio, México también ha construido una trayectoria importante como 
país de retorno. Los datos de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad 
de Personas (UPMRIP), de enero a noviembre del 2021, señalan que en ese periodo 
hubo un total de 209,725 repatriaciones de personas mexicanas provenientes de 
Estados Unidos y Canadá. 

En cuanto a la migración de tránsito por y hacia México, ambos fenómenos han 
presentado un incremento importante. Esto se debe a diferentes factores. Primero, a 
los cambios en la política migratoria de EUA, principalmente la implementación del 
programa “Quédate en México” (Protocolo de Protección al Migrante o MPP), 
bajo el cual, desde el 2019 este país ha fungido como “tercer país seguro”1 . 
Esta política inició en enero del 2019, se suspendió temporalmente en 
marzo del 2021, y se volvió a reactivar al final del 2021 (Camhaji, 2021).

Este programa ha afectado a más de 80,000 personas, en su mayoría de origen 
Centroamericano y haitiano, quienes han tenido que permanecer en México 
mientras esperan una resolución por parte de EUA (Save the Children, 2020).  

1Término que surge en la Convención de Ginebra, firmada 
en Suiza en 1951. Se puede definir de la siguiente 
manera:“Cuando una persona abandona su país para 
solicitar asilo en otro, este segundo país puede negarse a 
recibirlo y remitirlo a un tercero que considere que 
puede darle las mismas atenciones”

(Diez, 2019).

Contexto
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Por otro lado, la conjunción de factores de inestabilidad económica, política, de 
seguridad, y más recientemente también ambiental de los países del Norte de 
Centroamérica (NCA), el Caribe y Sudamérica, ha contribuido al incremento de la 
expulsión de personas migrantes en la región. 

De esta manera, la situación se puede ver reflejada en el número de solicitudes de 
asilo registradas en México, que en el 2021 alcanzó su cifra más alta con 131,448 
solicitudes (COMAR, 2021). Las tres principales nacionalidades de las personas 
solicitantes son: Haití (51,827), Honduras (36,361) y Cuba (8,319) (COMAR, 2021). El 
reciente incremento de personas provenientes de Haití obedece a la inestabilidad 
política y económica del país, así como al aumento de actividades criminales de 
pandillas y la impunidad generalizada (Priya Morley, Helton, & Phillips, 2021a). De 
acuerdo con la UPMRIP (2020), entre las personas migrantes que llegaron a México de 
forma temporal o permanente se contabilizaron 1,197,624 personas, de las cuales, 
601,509 hombres (50.2%), y 596,115 mujeres (49.8%).  

Los flujos de personas en tránsito por 
México también han incrementado 
exponencialmente. Desde el 2014, se han 
organizado caravanas o éxodos de 
personas que atraviesan el territorio 
mexicano con el objetivo de llegar a EUA. 
Las caravanas han cambiado la 
composición de los flujos migratorios, 
incrementando la presencia de mujeres, 
niñas, niños y adolescentes (NNA). 

 El cálculo aproximado de 
personas en tránsito se acerca 
a un millón de personas cada 
año (GMDAC, 2021).

Contexto
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PANAMÁ
Panamá es un país de refugio y de tránsito de personas 

debido a su posición geográfica principalmente. En su 
frontera sur se encuentra el Parque Nacional Darién, territorio 

que forma parte de una de las rutas migratorias más utilizadas a pesar de ser 
altamente peligrosa por tratarse de terreno selvático y porque en éste se observa la 
presencia de crimen organizado (OIM, 2022). De acuerdo con datos del 
Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de la ONU, en 2010 se registraron 
un total de 157,788 personas extranjeras en situación de movilidad con destino a 
Panamá; para el año 2015 eran 184,710, y en 2020 se contabilizaron 313,165 
personas, lo que significa un incremento del 98.5 % (ONU, 2020).

Durante el primer trimestre de 2020, el Servicio Nacional de Migración registró 
el ingreso de 4,465 personas migrantes de las cuales 1,107 eran menores de 18 
años, 411 de nacionalidad chilena y 192 brasileña (UNICEF, 2020). 

Contexto
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Para el periodo de enero a noviembre del 2021, el Gobierno Nacional de la República 
de Panamá, registró la entrada al país de 1,123,104 personas extranjeras, de las cuales, 
654,572 eran hombres y 468,532 mujeres. Asimismo, en el mismo periodo se registró 
la salida de 939,776 personas, y de ellas, 545,199 eran hombres y 394,577 eran 
mujeres (Migración, 2021), aunado a estos números se encuentran los ingresos 
irregulares.

En cuanto a la presencia de personas solicitantes de refugio y refugiadas en Panamá, 
de acuerdo con la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR), para octubre del 2021, en el país había aproximadamente 
15,500 personas refugiadas y solicitantes de la condición de refugiado, en su mayoría 
provenientes de Colombia, Nicaragua, Venezuela, El Salvador y Cuba (ACNUR, 2021).

Debido al creciente flujo migratorio, las zonas fronterizas presentan desafíos en 
materia de desarrollo socioeconómico, lo que, a su vez, dificulta la atención de las 
personas involucradas en estos movimientos, y en la época actual, con los efectos 
producidos por la pandemia derivada de la COVID-19, las comunidades fronterizas 
han ampliado su necesidad de implementación de respuestas humanitarias (OIM, 
2020). El cierre de fronteras en la región de Centroamérica por efecto de la pandemia, 
en Panamá dejó a 2,522 personas migrantes confinadas en las llamadas Estaciones de 
Recepción Migratoria (ERM), y de ellas, el 27 % eran menores de edad, incluidos 4 
adolescentes no acompañados (UNICEF, 2020). Debido a estas circunstancias, 
actualmente el Gobierno de Panamá mantiene activa la Operación Flujo Controlado, 
mediante la cual proveen asistencia humanitaria y se moviliza diariamente a cientos 
de personas migrantes a sus ERM en las provincias de Darién (Bajo Chiquito, Lajas 
Blancas y San Vicente) y Chiriquí (Los Planes) (OIM, 2022).

Contexto
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Durante el periodo reportado se encontraron avances en cuanto a la voluntad 
política para la aplicación de programas y políticas que impacten en la vida de las 
personas, en tanto que los desafíos se caracterizaron por el mantenimiento de 
operaciones durante la pandemia y el mantenimiento de los servicios y coberturas 
de protección para las personas en movilidad. A continuación, se presentan los 
avances y desafíos más relevantes para los siete países.

BELICE

Demoras en la resolución de casos

Belice se ha registrado un incremento en el número de solicitudes de refugio que, de 
acuerdo con lo reportado en el último informe del país, representó un aumento del 
0.27% con respecto al año anterior, registrando en el año 2021 un total de 2,164 
solicitudes, lo cual implica un desafío para la resolución de estas. De acuerdo con la 
regulación vigente en la se establece que, el Comité de Elegibilidad de Refugiados 
(REC por sus siglas en inglés) revisa los casos de forma individual y, con base en ello, 
proporciona recomendaciones al Ministerio de Inmigración sobre el reconocimiento 
de refugiados. Todo ello debe suceder en un periodo no mayor a tres meses. Sin 
embargo, el proceso suele demorar más tiempo, dada la superada capacidad de las 
instituciones involucradas. 

Además, entre 2017 y 2019, hubo personas que pudieron haber tenido necesidades 
de protección internacional prima facie, sin embargo, debido a que solicitaron asilo 
después del límite de 14 días prescrito en la Ley de Refugiados, los intentos de 
solicitud de asilo solían ser rechazados en el acto.

Diversas organizaciones de la sociedad civil han documentado que hay casos que 
han demorado hasta dos años en obtener su resolución, aunado a que, el rezago 
en la admisión de solicitudes también es alarmante.

Medidas que impiden la regularización migratoria

Las agencias internacionales como ACNUR han advertido y recomendado que se 
apliquen disposiciones legislativas para prevenir la criminalización de la migración 
irregular y para fomentar el uso de alternativas para evitar la privación de libertad de 
las personas, además de la garantía de acceso al procedimiento de solicitud de refugio 
(UNHCR, 2018).

Para mitigar esto, el Estado trabaja de manera coordinada con agencias de la ONU 
(OIM y ACNUR) para poder cumplir con sus obligaciones en materia se de protección 
y gracias a ello, ha reportado importantes avances en la materia. Por ejemplo, al mes 
de junio del año pasado, ACNUR reportó haber atendido, con asesoría legal y otros 
tipos de asistencia (como intervenciones de apoyos en efectivo) a más de 500 personas, 
tanto solicitantes de asilo, como refugiadas (UNHCR, 2021). 
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Asimismo, estas agencias apoyan al gobierno en la capacitación2 y la contratación de 
personal para el cumplimziento de las funciones relacionadas con los procedimientos 
de solicitud de refugio, sin v, aún queda mucho trabajo por hacer, sobre todo, para 
que las acciones de capacitación sean constantes y lleguen a todos los funcionarios 
de gobierno que lo requieren.

Una iniciativa recientemente anunciada por el Gobierno de Belice es que, se realizará 
el llamado ejercicio de “Amnistía”, mediante el cual se ofrecerá el estatus de residen-
cia permanente a personas migrantes y solicitantes de refugio que hayan estado vi-
viendo en Belice durante varios años. Esto incluirá a los solicitantes que inicialmente 
fueron rechazados por haber excedido la limitación de los 14 días y que se registraron 
antes del 31 de marzo de 2020. ACNUR estima que este programa beneficiará a un 
aproximado de 4 mil personas (ACNUR, 2022).

2 Ejemplo de ello es el establecimiento del Marco de Desarrollo de Capacidades del Sistema de Asilo 
mediante el cual, el ACNUR proporcionó un programa de aprendizaje sobre cómo entrevistar a los 
solicitantes de refugio, un taller regional sobre asilo y, una tutoría para la réplica del proyecto, además 
de información sobre países de origen de los solicitantes.

Necesidades de información desgregada

Inclusión educativa

Se requiere información sobre mecanismos de identificación de personas con posible 
necesidad de protección internacional, sobre todo para detectar la implementación 
de mecanismos de protección para grupos que presentan vulnerabilidades específicas, 
como en el caso de las personas que pertenecen a la comunidad LGBTQI+, las 
personas que han sido víctimas de tráfico humano o trata, o información detallada y 
desagregada sobre implementación de protocolos especiales de atención a niñas, 
niños y adolescentes (NNA) migrantes no acompañados.

Otro desafío que ha sido resaltado, sobre todo por la OIM, en el sector de protección 
en Belice es la falta de conexión de la Base de Datos de Refugiados y el Sistema de 
Registro al Sistema de Análisis de Datos de Información Migratoria (MIDAS, por sus 
siglas en inglés) para permitir un mejor control fronterizo y gestión de la migración 
(IOM, 2021).

Un área oportunidad en la que, si bien, se han registrado algunos avances, aún se 
advierte la necesidad de diseñar políticas públicas más contundentes en el proceso 
de integración de los estudiantes de origen extranjero, considerando sus rasgos de 
diversidad cultural tales como el idioma. En este sentido, un estudio realizado por el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en 2020 reveló que la lengua materna de 
las y los NNA migrantes promedio en Belice es el español y que, solamente una tercera 
parte de ellos, está alfabetizada para su edad (BID, 2020).
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Uno de estos obstáculos es que los servicios de gratuitos de cuidados primarios de 
salud se proveen a quienes cuentan con tarjeta de seguridad social, o un documento 
válido de identificación. En caso de no contar con la tarjeta de seguridad social, la 
mayoría de las clínicas cobran una pequeña cuota de 2 dólares por el servicio. Obtener 
una tarjeta de seguro social válida requiere de varios documentos. En el caso de los 
residentes nacidos en el extranjero esto incluye un certificado de naturalización y un 
certificado de nacimiento, lo que representa una dificultad para ciertas personas que 
no trajeron consigo ese tipo de documentación.

La obtención del TEP está vinculada directamente a los empleadores, no 
necesariamente, en todos los casos de las personas migrantes solicitantes o refugiadas, 
se puede acceder a la obtención de dicho documento, aunado al hecho de que, por 
ejemplo, las agencias de contratación deben cumplir con requisitos adicionales (Ley 
del Trabajo, capítulo 297) para poder contratar a más de 20 personas extranjeras, 
además de que deben garantizar la implementación de las medidas necesaria para la 
salvaguarda de la salud y bienestar de sus futuros empleados, y por lo tanto, no se 
observan tantas opciones y facilidades para la empleabilidad de toda la población en 
algún contexto de movilidad que se encuentra en Belice.
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Asimismo, sólo poco más de un tercio habla inglés y sus habilidades en el idioma 
son bajas; no obstante, la cantidad de conocimiento de la lengua inglesa aumentan 
en proporción a un mayor periodo de tiempo de estancia en el país (OECD 2015). Por 
lo tanto, se observa la necesidad de consolidar programas, en los niveles educativos 
básicos, que apoyen a la adquisición de conocimientos y habilidades en la lengua 
ingles a aquellos estudiantes de origen extranjero que no la dominan.   

No fue posible encontrar información al respecto de la existencia de programas de 
ayuda o asistencia social específicos para personas migrantes, solicitantes de refugio 
o refugiadas en el país. De acuerdo con la página oficial del Departamento de Servicios 
Humanos de Belice, su objetivo es empoderar a las personas mediante la promoción, 
el desarrollo y la coordinación de programas que permitan a los beliceños ser 
autosuficientes, sobre la base de los principios de justicia social, equidad y 
participación, contribuyendo así al proceso de desarrollo nacional (MHD, 2022), sin 
embargo, se advierte que, el acceso a los programas que se implementan en sus 
diferentes entidades departamentales se concentra en la atención a ciudadanos y, 
tampoco se encontró mención alguna respecto a atención focalizada en otras 
poblaciones vulnerables, más allá de NNA, mujeres y personas en situación de calle.

Acceso a protección social

Desafíos para la integración efectiva a los servicios de salud

Empleo y medios de vida

HALLAZGOS CLAVE
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En Costa Rica, a pesar del trabajo de reconocimiento y promoción de los derechos 
humanos a la población migrante que se ha realizado por parte del gobierno, en 
cuanto a las acciones de protección en específico, todavía existen grandes áreas de 
oportunidad, pues si bien, se cuenta con políticas, marcos legales, planes y programas 
enfocados a la protección del migrante, sin embargo, el gran incremento de la 
movilidad extranjera en el país, ha provocado que dicha estructura institucional resulte 
insuficiente. 

COSTA RICA

Desafíos frente al volumen de atención

Necesidades de información desagregada

Las agencias internacionales como ACNUR han advertido y recomendado que se 
apliquen disposiciones legislativas para prevenir la criminalización de la migración 
irregular y para fomentar el uso de alternativas para evitar la privación de libertad de 
las personas, además de la garantía de acceso al procedimiento de solicitud de refugio 
(UNHCR, 2018).

Para mitigar esto, el Estado trabaja de manera coordinada con agencias de la ONU 
(OIM y ACNUR) para poder cumplir con sus obligaciones en materia se de protección 
y gracias a ello, ha reportado importantes avances en la materia. Por ejemplo, al mes 
de junio del año pasado, ACNUR reportó haber atendido, con asesoría legal y otros 
tipos de asistencia (como intervenciones de apoyos en efectivo) a más de 500 personas, 
tanto solicitantes de asilo, como refugiadas (UNHCR, 2021). 

De acuerdo con lo expresado por parte de las Organizaciones de la 
Sociedad Civil (OSC), en el año 2021, la plantilla de funcionarios adscritos al 
área de refugio era de aproximadamente 50 personas, lo cual evidentemente 
resultó insuficiente si se considera que se debía atender a aproximadamente 
30 mil solicitantes (ACDLFCR). Dicha situación evidenció la limitada 
capacidad del Gobierno para afrontar el incremento de solicitudes.

HALLAZGOS CLAVE
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En cuanto a protección internacional, las acciones del gobierno de Costa Rica han 
sido tendientes a buscar mejoras. Por ejemplo, se ha dado cuenta de la tradición 
costarricense en el reconocimiento y protección de la condición de refugio en la 
región, pues en el contexto de los conflictos armados en Centroamérica de las décadas 
de 1970 y 1980 el país recibió importantes grupos de personas a quienes se les otorgó 
refugio (CNM, 2013). Asimismo, en la época actual, se reconoce la atención que se ha 
brindado a la llegada de comunidades nicaragüenses que, gracias a las acciones 
tomadas por la DGME, lejos de haberse convertido en un problema que sobrepasara 
al país, dio paso al inició de un proceso migratorio que respondió de forma adecuada 
a la alta cantidad de solicitantes de refugio de esa nacionalidad (OIM, IFAM, 2019). 
Esto mismo sucedió con los flujos migratorios provenientes de Venezuela.

Para afrontar la pandemia mundial, cabe mencionar la implementación de ciertos 
cambios y adaptaciones en los procedimientos, que si bien, en un primer momento 
significaron una restricción y control de los flujos, sobre todo, de personas extranjeras 
extracontinentales que pretendían transitar por el territorio de Costa Rica (por ejemplo, 
los cierres fronterizos implementados desde marzo del 2020 hasta marzo del 2021), 
se pudo constatar la disposición a brindar respuestas más empáticas a la situación sin 
precedentes que se presentó por la presencia de la COVID-19 (ACNUR, 2020). 

Muestra de lo anterior es que, de acuerdo con el ACNUR, Costa Rica cuenta con 
varias buenas prácticas en la materia, entre ellas se encuentra que no se ha establecido 
arbitrariamente un límite temporal para que las personas ejerzan su derecho a solicitar 
refugio una vez que ingresan al país. Asimismo, la OEA reconoce que Costa Rica 
brinda la gratuidad del trámite, así como las facilidades de hacerlo a través de la 
implementación de acciones como la operación de call centers (OEA, 2020).

Avances en la cobertura de ciertas poblaciones

Medidas que facilitan la regularización migratoria
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Desafíos en materia educativa

Las personas migrantes siguen formando parte de los grupos poblacionales que 
tienen dificultades para acceder a este derecho en Costa Rica, ya que, actualmente se 
siguen presentando barreras en el acceso a educación y capacitación tales como la 
desinformación y discriminación, la dificultad en el acceso a documentación y a la 
homologación de títulos y revalidación de conocimientos (OEA, 2020). 

Al respecto coinciden los representantes de las OSC del país, pues refieren que uno 
de los desafíos para matricular a NNA en situación de movilidad al sistema escolar es 
que, éstos no siempre cuentan con una residencia temporal y/o permanente, siendo 
esto una realidad poco asequible para la población solicitante de refugio, pues la 
mayoría de ellos no tiene acceso a viviendas propias, por lo que tienen que alojarse 
en albergues temporales. Por otro lado, pese a que la educación primaria y secundaria 
son gratuitas y universales, el Ministerio de Educación Pública no está preparado ni 
adaptado para recibir a NNA que no cuentan con documentos que acrediten su 
identidad o último grado de estudios, orillando a muchos de ellos a quedarse fuera 
del sistema escolar (ACDLFCR).

Los solicitantes de la condición de refugiado y los refugiados, al haber dejado sus 
países de origen tienen una condición de desventaja en el país de acogida, pues 
muchos de ellos se ven forzados a salir, en la mayoría de los casos, sin ninguna 
planeación. Debido a estas situaciones, es preocupante que a pesar de la importancia 
de la protección social para las personas solicitantes de refugio o refugiadas, no se dé 
difusión a las organizaciones que brindan apoyos a las personas solicitantes de asilo y 
no se procure el fortalecimiento institucional de ellas, es cierto que desde la sociedad 
civil se han construido redes de apoyo para brindar canastas de alimentos a las 
personas migrantes y solicitantes de asilo a fin de asegurar sus condiciones mínimas 
de seguridad alimentaria (IRCA Casa abierta), pero no es suficiente, sobre todo, 
considerando los actuales niveles de flujo migratorio en Costa Rica y los diferentes 
grupos que presentan situaciones de vulnerabilidad específicas dependiendo de sus 
lugares de origen y características socioculturales, sociodemográficas, económicas y 
de género

Desafíos en el ejercicio de protección social

Medidas para el acceso efectivo a salud

Al respecto, en Costa Rica en cuanto al acceso a los servicios de salud, se encontraron 
como principales barreras los requisitos establecidos para el aseguramiento de 
personas migrantes y refugiadas, los reportes de actos de discriminación por parte de 
funcionarios públicos y la ausencia de apoyo psicológico o psicosocial (OEA, 2020).
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Si bien, la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) se rige por principios de 
universalidad y solidaridad, para acceder a alguno de sus tres niveles de atención3, es 
necesario contribuir a esta institución, es decir, estar asegurado ante ella, por lo que 
solo los migrantes regulares tienen acceso a la atención médica estatal, lo que 
demuestra que, el principio de universalidad no se garantiza para la gran mayoría de 
los migrantes presentes país (Cortés & Fernández, 2020). De la misma manera que los 
migrantes irregulares, los solicitantes de refugio no tienen derecho legal a recibir 
atención médica y, además necesitan contar con un seguro a través de la CCSS para 
acceder a sus servicios (Asamblea General de Costa Rica). Sin embargo, estas dos 
poblaciones tienen la posibilidad de recibir atención prenatal y de emergencia (Selee 
& Bolter, 2020). Otras excepciones son las medidas y políticas aplicadas a las y los 
menores migrantes, quienes, de acuerdo con el Código de la Niñez y Adolescencia, 
tienen derecho a recibir atención médica independientemente de su situación 
migratoria (Asamblea General de Costa Rica; 2021).

Al respecto, derivado de una investigación realizada en Costa Rica, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos informó que el 76.31% de las personas en 
movilidad entrevistadas no había podido acceder a un trabajo formal. A su vez, se 
sabe que, esta condición de informalidad no les permite a las personas contar con las 
garantías sociales que toda persona que vive en Costa Rica deben tener, aunado a 
que las deja más expuestas a ser violentadas y explotadas, a que se presenten 
anomalías en sus contrataciones, prácticas engañosas, condiciones abusivas, o a que, 
como se observó en el sector anterior, se les restrinja la protección básica de seguridad 
social, pese a que dichas personas contribuyen, como mínimo, mediante impuestos 
indirectos (CIDH, OEA, 2019).

De acuerdo con la OEA, también se han detectado barreras que enfrentan las 
personas migrantes al denunciar las vulneraciones de sus derechos laborales, en 
especial, debido a su situación migratoria, pues para ellos la condición de “trabajador/a 
migrante” los inhibe de presentar reclamos sobre el incumplimiento de sus derechos 
laborales, pues existe la impresión de que “no se está en posición de demandarlos” 
(OEA, 2020).

3  El primer nivel corresponde a los Equipos Básicos de Atención Integral en Salud (EBAIS) (existen 
más de mil EBAIS). El segundo nivel incluye las clínicas periféricas y hospitales regionales, y el tercer 
nivel a los hospitales nacionales.

Desafíos para el acceso a empleo digno
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EL SALVADOR

Avances y desafíos en cuanto a desplazamiento forzado

Los avances más importantes en el país han sido principalmente relacionados con el 
reconocimiento del fenómeno de desplazamiento forzado y de la necesidad de 
protección de personas en contextos de movilidad (tránsito, retorno y desplazamiento), 
y el consiguiente desarrollo de marcos legales e institucionales para su atención.

En cuanto a los avances en el registro y estudio del fenómeno de desplazamiento 
interno, es importante considerar que, en la práctica, la persistente ausencia de un 
sistema de recolección de datos especializado ha dificultado poder conocer la 
verdadera magnitud de este fenómeno en el país. De acuerdo con la información del 
Centro de Monitoreo de Desplazamiento Interno (IDMC por sus siglas en inglés), 
hasta diciembre de 2020 se contabilizaron 62 personas desplazadas internamente en 
el país, sin embargo, esta cifra refleja exclusivamente a aquellas personas desplazadas 
a causa de desastres naturales, es decir, no contabiliza aquellas que se desplazaron a 
causa de violencia.  

Lo anterior significa que, las acciones de protección que se toman por parte del 
Estado no forman parte de un esquema o estrategia integral mediante la cual se 
garantice que las personas que antes decidieron huir vuelvan a encontrarse en 
situaciones amenazantes o violentas. Sin embargo, la llamada Gerencia de Atención 
al Migrante (GAMI), a pesar de que no cuenta con un protocolo específico de atención 
y protección de personas que refieran haber sido víctimas de violencia o que expresen 
temor de volver a sus localidades de origen, sí presta servicios de atención básica a 
las personas salvadoreñas que son deportadas consistentes en ofrecerles alimentos, 
transporte, asesoría legal en caso de que reporten haber sido víctimas de algún abuso 
en su procedimiento de deportación, llamadas telefónicas, asistencia médica, e 
incluso, orientación sobre los programas de inserción a los que pueden acceder. 
(DGME, 2021).

Oportunidad para dotar de integralidad a las acciones
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El Salvador enfrenta una grave situación de deserción escolar que, aunada a otras 
problemáticas estructurales, también constituye un factor para que niñas, niños y 
jóvenes decidan salir del país. De acuerdo con la última Encuesta de Hogares de 
Propósitos Múltiples (EHPM), la tasa de deserción escolar es de 37.9% en la población 
de 15 a 19 años (DIGESTYC, 2017). Asimismo, el perfil educativo de las personas 
salvadoreñas que viven fuera del país se encuentra muy por debajo de las personas 
locales y el resto de migrantes provenientes de otros países de Latinoamérica. Por 
ejemplo, en Estados Unidos, cerca del 50% de las personas de nacionalidad 
salvadoreñas de 25 años y más no tienen educación secundaria, lo que representa la 
escolaridad más baja para migrantes provenientes de la región de Centroamérica. 
sólo después de las personas de nacionalidad guatemalteca (Babich & Batalova, 
2021).

Por lo que respecta a la población retornada a El Salvador, también se observa un 
rezago educativo, ya que de acuerdo con los datos de la Encuesta de Medios de Vida 
a Población Migrante Retornada en El Salvador en el marco de la pandemia por 
COVID-19, esta población registra un promedio de apenas 8.6 años de escolaridad 
(8.4 para los hombres y 8.8 para las mujeres). Por sexo, 6 de cada 10 mujeres y 7 de 
cada 10 hombres tenían como último grado de escolaridad solo la primaria (OIM, 
2020). 

Abatir el rezago educativo
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A pesar de las iniciativas reportadas, un área de oportunidad en cuanto a sus 
resultados es contar con datos oficiales que aglutinen los diversos esfuerzos que se 
realizan por parte de las instituciones, así como conocer el porcentaje que estas 
representan del total, el desglose de las características sociodemográficas cada grupo 
beneficiario y los tipos de programas de apoyo que recibieron en un periodo 
determinado.

En cuanto al acceso a servicios de salud mental, El Salvador estableció la Política de 
Salud Mental 2018 misma que contempla a la población migrante en el segundo 
objetivo que se refiere al fortalecimiento de la atención integral de los servicios de 
salud. A su vez, la segunda línea de acción de este objetivo define la importancia del 
desarrollo de intervenciones en salud mental en situaciones de desastres, emergencias, 
violencia, migraciones y poblaciones vulnerables (Gobierno de El Salvador, 2018). No 
obstante, desde la perspectiva de diferentes actores de la sociedad civil, como área 
de oportunidad a este respecto, se identifica el poder dar seguimiento a la atención 
psicosocial que se brinda a las personas en movilidad.

HALLAZGOS CLAVE

Instrumentación de la protección social

Atención y continuidad en materia de salud

Al respecto del acceso a programas sociales de personas desplazadas, un análisis 
de las memorias de labores de distintas instituciones gubernamentales encontró que, 
hasta junio 2021, un total de 28 familias desplazadas se beneficiaron del programa 
llamado “Abordando las necesidades más urgentes de asistencia y protección de las 
víctimas en situación de mayor vulnerabilidad a través de la asistencia integrada 
basada en necesidades y el fortalecimiento del sistema institucional y humanitario en 
El Salvador” de la PDDH y la Cruz Roja Salvadoreña (PDDH, 2021). 

En el año 2020 se atendieron 
a un total de 559 persona a 

través del Programa de 
Protección para Víctimas de 

Desplazamiento Forzado 
Interno (MSJP, 2020), siendo 

que 315 recibieron asistencia 
jurídica, 244 asistencia 

psicológica y 132 asistencia 
social.
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Si bien la sociedad civil reconoce avances en el acceso a la atención médica de las 
personas migrantes, existe una preocupación de que estas medidas fueron detenidas 
o reducidas a causa de la pandemia COVID-19, por lo que supondría una oportunidad, 
dar continuidad a las iniciativas realizadas por el gobierno, así como el reporte 
oportuno de la atención que se da a esta población.

Existe un reconocimiento por parte del gobierno en cuanto a la vulnerabilidad en la 
que se encuentran las personas retornadas, sobre todo, con relación a los problemas 
que pueden enfrentar en sus procesos de inserción económica en el país. Un área a la 
que se le podría dar atención en esta materia sería poder conocer el número exacto 
registrado de personas retornadas que acceden a estos servicios para tener idea de la 
proporción de éstas en comparación con el total de las que han retornado. Por 
ejemplo, si bien en la Memoria de Labores del Ministerio del Trabajo (2021) refieren 
que 3,282 personas, entre las que se encontraban personas migrantes retornadas, 
asistieron a ferias de empleo, sería importante conocer la desagregación de este 
número para poder valorar el grado en que las personas participan en estas iniciativas 
y el tipo de empleos a los que pudieron acceder, en caso de que lo hayan logrado.

Resulta evidente la alineación de la política migratoria guatemalteca a las tendencias 
de contención y de gestión de flujos que provienen del gobierno de EUA, también se 
debe reconocer que, el aparato operativo de control y atención migratoria en el país 
está sobrepasado. En este sentido, las propias OSC reconocen que tanto ellas, como 
el gobierno tienen identificadas las mayores zonas de afluencia migratoria, 
principalmente de tránsito y retorno, no obstante, en el país no se cuenta con los 
recursos humanos suficientes para atender a todas las personas que se desplazan por 
ellas.

Además de la insuficiencia de personal del servicio público para atender a las 
personas extranjeras y nacionales en movilidad en su paso o a su llegada a Guatemala, 
también se advierte la necesidad de ampliar los esfuerzos para capacitar a estos 
funcionarios. A este respecto, fue posible encontrar datos aislados que dan cuenta de 
acciones de capacitación que han recibido funcionarios públicos que atienden el 
fenómeno migratorio en Guatemala tales como la serie de capacitaciones que se 
iniciaron en el año 2020 por parte de la OIM

HALLAZGOS CLAVE

| H
al

la
zg

os
 G

ua
te

m
al

a

Abatir el rezago educativo

GUATEMALA

Voluntad para ampliar las capacidades de atención
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Necesidades de información desgregada

El caso de las y los NNA en tránsito por Guatemala también resulta preocupante 
toda vez que, si bien, de acuerdo con los datos de línea base de flujos migratorios 
recopilados por la OIM para el 2021, un aproximado de 497 NNA migrantes no 
acompañados en tránsito fueron derivados al Sistema de Protección de la Niñez y 
Adolescencia, esta cifra no da cuenta de las dimensiones reales de la composición de 
los flujos y sobre todo, de la situación de viaje de este grupo en particular puesto que, 
por parte del Estado, no se cuenta registros administrativos oficiales que permitan 
saber si las y los NNA se encuentran o no acompañados o, si en efecto fueron derivados 
a algún sistema de protección y cuál es su situación.

Desafíos en materia educativa

Si bien, la Constitución Nacional de Guatemala establece que todos los y las NNA 
que viven en Guatemala, incluso aquellos que han retornado o que provienen del 
extranjero, tienen derecho a recibir educación gratuita en igualdad de condiciones 
para el acceso y permanencia en la escuela (Congreso de la República de Guatemala, 
2003); y los Decretos No. 42/2001 de la Ley de Desarrollo Social y el 44-2016 
mencionan específicamente el derecho al acceso temporal a la educación para 
personas trabajadores migrantes, refugiados y sus familias (Poder Legislativo, 2001; 
Congreso de la República de Guatemala, 2016); además de los tratados y convenios 
internacionales que ha ratificado Guatemala que incluyen el compromiso de facilitar 
el acceso a servicios educativos para las personas en movilidad (Pikielny et al., 2021), 
no obstante, a pesar de que estos ordenamientos representan grandes avances en el 
camino para el acceso a derechos básicos de las personas migrantes, aún es posible 
encontrar diversas brechas en el acceso y calidad de la educación brindada a esta 
población en específico (Congreso de la República de Guatemala, 2016). 

HALLAZGOS CLAVE
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Por ejemplo, del estimado de las personas guatemaltecas que salieron de Guatemala, 
el 55% de ellos se caracteriza por no haber alcanzado el nivel de educación secundaria 
(ICEFI, 2021). Esto pone de manifiesto importantes desafíos en términos de acceso y 
permanencia en el sistema educativo para la propia población guatemalteca. En 
términos generales, por niveles educativos, únicamente el 61.9% de guatemaltecos 
tiene cobertura en el nivel preprimaria, el 93.3% a la primaria (ICEFI, 2021), el 49.11% 
a la secundaria (La Hora, 2020), y el 25.6% al ciclo de diversificado (ICEFI, 2021).

Actualmente, existen algunas iniciativas de colaboración interinstitucional para la 
procuración de servicios sociales a las poblaciones en contexto de movilidad, entre 
los que destaca la “Atención de Unidades Familiares Migrantes Guatemaltecas 
Retornadas a Guatemala” coordinado por la Secretaría de Obras Sociales de la Esposa 
del Presidente de la República (SOSEP), que, de acuerdo con las fuentes oficiales se 
enfoca en la atención en la recepción, detección y atención de necesidades inmediatas, 
así como el seguimiento en la reintegración comunitaria de las unidades familiares 
migrantes y que, se basa en la coordinación y derivación a otros servicios que se 
prestan en otras instituciones públicas y privadas, además del seguimiento de los 
casos a nivel local (Gobierno de Guatemala, 2021b), sin embargo, dicho programa 
únicamente se enfoca en la atención a familias retornadas en las que hay integrantes 
menores de edad y que han sido retornadas por alguna vía oficial, ya sea terrestre o 
aérea, sin considerar al resto de personas que retornan voluntariamente quienes, 
también podrían llegar a necesitar algún tipo de asistencia social. 

Por otro lado, el acercamiento de las personas en movilidad en Guatemala a servicios 
y atención médica también ha sido un reto asumido por las organizaciones de la 
sociedad civil. Si bien, como se ha mencionado, en Guatemala existen diferentes 
iniciativas gubernamentales para la atención en salud de la población en general y 
para el otorgamiento de servicios médicos a algunas personas que migran (estas 
últimas, generalmente apoyadas o subvencionadas por actores globales), sin 
embargo, la necesidad de las personas en contexto de movilidad rebasa por mucho 
la capacidad de atención con la que cuenta el Estado, y en muchos casos, las mismas 
necesidades se invisibilizan. 

No obstante, diversas organizaciones no gubernamentales han podido establecer 
programas específicos para la atención de las personas, tanto en contextos de 
violencia, como en contextos de movilidad en la ruta migratoria. Entre las que acciones 
que se realizan a través de dichos programas se encuentran, por ejemplo, el 
otorgamiento de atención psicosocial, rehabilitación y entrega de prótesis, becas 
escolares para personas víctimas de violencia armada y violencia sexual, así como 
acciones de prevención en centros educativos en lugares con altos índices de violencia 
(CICR, 2020).

Avances y desafíos en materia de protección social

Claro-oscuros en materia de salud
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Las acciones de fortalecimiento de la atención en salud y protección de personas 
migrantes y desplazadas forzadas por violencia, por su parte, incluyen el mejoramiento 
del proceso de abordaje integral, interinstitucional y comunitario de la prevención y 
atención de las mujeres sobrevivientes de la violencia basada en género, favoreciendo 
el acceso a los servicios de salud desde un enfoque de pertinencia cultural (Médicos 
del Mundo, 2020). Asimismo, las organizaciones de la sociedad civil realizan acciones 
interinstitucionales de referenciación y acompañamiento de los casos de personas 
migrantes para servicios de salud públicos y estatales (REDLAC, 2020). 

De esta manera, en Guatemala, los esfuerzos para la inserción laboral de personas 
en contexto de movilidad se concentran fundamentalmente en población 
guatemalteca, en específico, en las personas retornadas, como se puede advertir en la 
Política Nacional de Empleo Digno-Servicio Nacional de Empleo y su mandato para la 
atención de migrantes retornados. 

Así, en el año 2018 la Fundación Avina desarrolló el programa “Guate te Incluye” 
mediante el que se buscaba la inclusión laboral de migrantes mediante la impartición 
de talleres y capacitaciones con el objetivo de que los guatemaltecos retornados 
tengan acceso a un empleo digno. Originalmente el programa contaba con los 
componentes de Empleo digno, Certificación de competencias y Emprendimiento y 
para ese mismo año, reportaron haber logrado un registro de 1,700 personas en su 
base de datos, y 175 personas retornadas incorporados laboralmente. Es de destacar 
que, el programa se articula mediante el trabajo coordinado con el sector privado, 
público como el Ministerio del Trabajo y Previsión Social (MINTRAB) y social y se ha 
implementado en localidades como Amatitlán que no necesariamente son grandes 
ciudades en las que se concentren importantes fuentes de empleo (CEPAL, 2018; 
Amatitlán te Incluye, 2021).

Integración laboral 

Honduras ha realizado importantes avances en materia de desplazamiento interno 
forzado. En 2013, el Estado reconoció oficialmente esta problemática con la creación 
de la Comisión Interinstitucional para la Protección de las Personas Desplazadas 
Internamente por la Violencia (CIPPDV). Esta Comisión ha coordinado dos estudios de 
Caracterización del Desplazamiento Interno en Honduras, uno en 2014, y otro en 
2018, los cuales han documentado la magnitud, causas y efectos del fenómeno a nivel 
nacional (CIPPDV, 2018). 

HONDURAS

Acciones para atender el desplazamiento interno



| 38

HALLAZGOS CLAVE

Otros avances importantes en la materia fueron la creación en 2016, de la UDFI por  
el Comisionado Nacional de los Derechos Humanos (CONADEH), la creación de la 
Dirección para la Protección de las Personas Desplazadas Internamente por la Violencia 
(DIPPDIV), adscrita a las Secretaría de Estado en el Despacho de Derechos Humanos 
(SEDH) y la creación del proyecto de Ley para la Prevención, Atención y Protección de 
las Personas Desplazadas Forzosamente, el cual fue presentado al Congreso en marzo 
del 2019. Aunado a lo anterior, Honduras se convirtió en el primer país de la región en 
tipificar el desplazamiento forzado en su nuevo Código Penal.

Se muestra voluntad del Gobierno para apoyar a NNA en algún contexto de 
movilidad, ya que existen varias dependencias que se encargan de brindar servicios y 
acompañamiento para el proceso. Estas van desde la Secretaría de Estado en el 
Despacho de Educación, la Secretaría de Relaciones Exteriores y Cooperación 
Internacional, hasta el DINAF, quien se encarga “de coordinar todas las acciones de 
repatriación, protección, reinserción, seguimiento y acompañamiento de los menores 
migrantes no acompañados y de las unidades familiares” (Poder Legislativo, 2014; 
SEDUC, 2014; Gómez, 2020). Sin embargo, para valorar la eficacia de las acciones 
implementadas por este tipo de instituciones, cabría recopilar información en los 
principales departamentos de llegada o acogida de NNA en movilidad para saber 
hasta qué punto, los obstáculos administrativos siguen limitando su acceso al derecho 
a la educación.

Retos en la implementación de acciones en materia educativa
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Finalmente, pero no menos importante, 
los estudiantes enfrentan riesgos graves 
a su seguridad que pueden conllevar a 
la deserción escolar, toda vez que se 
siguen registrando incidentes de 
violencia física, violencia basada en 
género, acoso, o amenazas ante un 
posible reclutamiento por parte de 
maras o pandillas (SEDH, 2019). 

Para tratar de enfrentar la situación, el 
gobierno hondureño creó el Sistema de 
Alerta y Respuesta Temprana (SART) que, 
en teoría, se encargaría de generar 
planes y programas para la prevención y 
mitigación de estos y otros riesgos 
(SEDUC, 2015). Sin embargo, no fue 
posible identificar información que 
confirmará el uso generalizado del 
mencionado sistema o, los resultados 
concretos que ha tenido su 
implementación.
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El Gobierno Hondureño implementa una serie de programas sociales para sus 
ciudadanos, que se alienan con su Política de Protección Social (PPS), en la que se 
contemplan acciones dirigidas a la atención integral y prioritaria de los grupos 
poblacionales que se encuentran en situación de pobreza, pobreza extrema, 
vulnerabilidad, exclusión y riesgo social y que, tienen como enfoques y componentes 
principales la perspectiva sistémica del individuo, el fomento de capacidades plenas, 
el desarrollo humano de la persona a través del ciclo de vida de forma adaptada a su 
contexto y, el fortalecimiento de instituciones públicas (como el seguro social) (SDIS, 
2018), no obstante, la eficacia de esta política está bastante limitada debido a la alta 
demanda de las personas que pretenden acceder a los programas que se ofrecen, y 
particularmente, en el caso de las personas desplazadas internas, si bien, en teoría, no 
hay restricciones para su acceso, el hecho de que prácticamente no se cuente con 
programas integrales que hayan sido diseñados de forma específica para su desarrollo 
y la atención de sus necesidades, implica una desventaja para ellos.

Un ejemplo de este tipo de programas de asistencia social es el llamado Bono Vida 
Mejora, mediante el que se realiza una transferencia monetaria de 10 mil lempiras 
anuales para “contribuir con la ruptura del ciclo inter-generacional de la pobreza a 
través de la creación de oportunidades, desarrollo de capacidades y competencias en 
la educación, la salud y la nutrición de las familias en extrema pobreza” (SDIS, 2020; 
UNESCO, 2020).

Una situación similar se presenta en el caso de las poblaciones retornadas, para 
quienes, si bien, se observan más claramente iniciativas de asistencia por parte del 
Estado, sin embargo, su alcance también se ve limitado debido a la falta de difusión 
sobra la existencia de estas, y al limitado alcance que pueden tener, sobre todo, 
considerando los volúmenes de personas retornadas que cada vez, se incrementan 
más.

Ampliación en las capacidades en materia de salud

Si bien, el sistema de salud público está integrado por la Secretaría de Salud, que 
provee atención al 60% de la población, y el Instituto Hondureño de Seguridad Social 
(IHSS), que atiende a un 40% de la población empleada y sus dependientes, cabe 
mencionar que, aproximadamente el 17% de la población no cuenta con servicios de 
salud (OPS, 2017)
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Asimismo, hasta antes de la pandemia y más recientemente, no se contaba con 
protocolos específicos para atender las necesidades de los migrantes retornados, 
según sus diversas categorías y problemas de salud, lo que “representa un reto para 
el Ministerio de Salud en el abordaje y control epidemiológico de la población 
migrante, ya que, en ninguno de los puertos de entrada o salida del país, ya sea 
marítima, aérea o terrestre, existe un registro y manejo de información en salud de las 
poblaciones migrantes” (OIM, 2015).

Se establecieron las Unidades Municipales de Atención al Retornado (UMAR), las 
cuales tienen como objetivo ejecutar actividades de atención a la población retornada 
tales como proyectos orientados a la generación de empleo y mejoramiento de 
capacidades. De esta manera, actualmente en Honduras se cuenta con 14 UMAR, las 
cuales han atendido, de acuerdo con un comunicado gubernamental, en el periodo 
2018-2021 a más de 11,000 personas hondureñas retornadas para su reintegración 
laboral (Diario de Roatán, 2021). Sin embargo, no se encontró información que 
corroborara esta información respecto a los supuestos logros reportados. 

Por otro lado, en cuanto a la población desplazada, no fue posible allegarse de datos 
sobre la cantidad de personas en esta situación que acceden a programas 
gubernamentales de apoyo al empleo ni sobre a qué programas son elegibles de 
acceder. Por lo anterior, otra área de oportunidad sería el poder contar con un registro 
de las personas desplazadas que acceden a estos programas de ayuda a búsqueda 
de empleo y capacitación laboral.

Necesidades de información sobre empleo y acceso a medios de vida
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Desafíos en la generación de información sobre desplazamiento forzado

A nivel nacional, en la actualidad no se cuenta con un sistema de recolección de 
datos gubernamentales sobre el desplazamiento interno forzado en el país. Si bien, la 
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas lleva un registro de las víctimas de violación 
de derechos humanos, incluyendo a las personas desplazadas (IDMC, 2021), sin 
embargo, este registro resulta insuficiente y por lo tanto, no da cuenta de la realidad y 
las necesidades de protección de las víctimas, por lo que, en este sentido, se identifica 
un área clave de mejora en el monitoreo de las personas desplazadas en el país

Fue documentado en el año 2021 fue una serie de violaciones a los derechos 
humanos de personas en movilidad por México y otros países de la región, sobre todo 
a personas de nacionalidad haitiana. De acuerdo con un informe de Amnistía 
Internacional (AI) y Haitian Bridge Alliance (HBA) publicado en el mes de octubre, no 
se estaba brindando seguridad a las personas haitianas frente a una serie de violaciones 
a sus Derechos Humanos. Se criticó especialmente a las autoridades de México por su 
gestión migratoria, señalando que las personas de esa nacionalidad no estaban 
siendo protegidas de los peligros del camino y que también se les imponían diversos 
obstáculos legales para regularizar su situación, además del racismo con el que, de 
acuerdo con el informe, muchas veces eran recibidos. Asimismo, se destacó que, la 
proporción de personas haitianas reconocidas con la condición de refugiado era 
significativamente más baja que las de otras nacionalidades. 

Dicha situación se pudo deber a la conjunción de dos situaciones, por un lado, el 
número de solicitudes presentadas por personas haitianas superaba significativamente 
el número de solicitudes de otras nacionalidades (AI, 2021); por el otro, como lo 
menciona el informe del Programa de Derechos Humanos de la Ibero (2018), las 
condiciones en Haití no son equiparables a las causas por las cuales las personas 
pueden solicitar el refugio de acuerdo con el artículo 13 de la ley sobre refugiados, 
protección complementaria y asilo político, en el cual se establece que el solicitante 
debe demostrar que se encuentra fuera de su país, porque su vida, seguridad y 
libertad han sido amenazadas y existe un vínculo directo y objetivo entre los 
acontecimientos en cuestión y el daño que potencialmente pueda sufrir. 

Retos en materia de protección de derechos humanos
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Por otra parte, este último año resaltó una práctica enfocada en dispersar a los 
grupos y caravanas de personas migrantes, al igual que en su contención en el sur del 
país, específicamente, en la ciudad fronteriza de Tapachula. De acuerdo con un informe 
de Amnistía Internacional (2021), enfocado en el caso de las personas provenientes 
de Haití, el procedimiento para solicitar refugio en Tapachula es desgastante y no se 
cuenta con la infraestructura, los recursos humanos, ni los materiales para atender a la 
gran cantidad de personas que solicitan refugio. Por otro lado, en muchas ocasiones, 
las personas haitianas que arriban a México necesitan de otro tipo de trámites de 
regularización, sin embargo, al no contar información, recursos económicos o 
administrativos necesarios para este trámite, recurren a la solicitud de condición de 
refugiado. Esto tiene un impacto en la saturación de la infraestructura para la atención 
de personas solicitantes de refugio.

Las OSC hacen constantes llamamientos sobre la importancia de implementar 
acciones de atención para la integración de personas migrantes a niveles de educación 
superior, en un contexto en el que, en promedio, en el mundo solo el 5% de las 
personas refugiadas pueden podido acceder a este nivel educativo. En este sentido, 
las personas refugiadas y solicitantes de asilo enfrentan múltiples obstáculos legales, 
administrativos y prácticos para acceder a este nivel educativo, entre ellos, criterios de 
admisibilidad, requisitos financieros y de documentación, así como dificultades para 
acercarse a las embajadas, obtener permisos de salida o encontrar información, entre 
otros (Valor compartido, 2021).

Oportunidades en el acceso educativo

En este punto, se reconoce la reciente firma de un convenio entre la SRE, la COMAR, 
el ACNUR, y Diálogo Intercultural de México Activo (DIMA) (Proyecto Habesha), el 
cual “permitirá a personas refugiadas reconocidas en un tercer país y a solicitantes de 
la condición de refugiado viajar a México para estudiar bajo el Proyecto Habesha” 
(SRE, 2021). Además, este convenio representa un ejemplo, de una colaboración 
exitosa entre una OSC, un organismo internacional, y el gobierno federal.

 Firma de un convenio entre la SRE, la 
COMAR, el ACNUR, y Diálogo 
Intercultural de México Activo (DIMA) 
(Proyecto Habesha).
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Instrumentación de la protección social

Las acciones de protección en materia social por parte del gobierno federal, parecen 
estar enfocadas a la atención de las personas retornadas de origen mexicano, como 
se evidencia con la anteriormente mencionada Estrategia de Atención Integral a 
Familias Repatriadas y en Retorno, sobre la cual, durante el año 2021 se anunciaron 
una serie de acciones y colaboraciones interinstitucionales para que las personas que 
regresaban a la país se beneficiaran de los diversos programas y políticas públicas 
como parte de sus procesos de reintegración e inserción económica (Gobierno de 
México, 2021).

En cuanto a las políticas públicas destinadas a atender a otras poblaciones migrantes, 
se publicó en 2019, una “Nueva Política Migratoria del Gobierno de México 2018-
2024” (SEGOB, 2019), en la que no es posible encontrar acciones detalladas o 
planificadas. Adicionalmente a esta política Migratoria Nacional, se cuentan también 
con programas federales y estatales que atienden a la población migrante. Sin 
embargo, no es posible acceder a la información específica sobre la implementación 
de estos programas, ni conocer la cantidad de personas que se estarían beneficiando 
de los mismos. Esto representa una importante área de oportunidad que va de la 
mano con el compromiso de México en este sector, el hacer pública y accesible la 
información sobre estos programas dirigidos a la población migrante. 

Destacan las acciones emprendidas en favor, principalmente, para las personas 
retornadas de origen mexicano. De acuerdo con una nota publicada por la Secretaría 
del Trabajo y Previsión Social (STPS), se firmó un convenio entre la SRE y el Instituto 
Mexicano del Seguro Social (IMSS), mediante el cual se promueve un esquema de 
afiliación voluntaria que ofrece servicios de salud a la persona asegurada y sus 
dependientes, además de que permite contribuir al ahorro para el retiro, y retomar las 
semanas cotizadas por las personas migrantes previo a su salida del país (STPS, 2021).

En este sentido, si bien los compromisos de México en torno al MIRPS en materia de 
salud se enfocan en el acceso a servicios de salud física y mental; la inclusión de la 
población migrante en las reformas a la Ley General de Salud para garantizar su 
atención; y la elaboración de un diagnóstico de capacidades de atención en servicios 
de salud (MIRPS, 2021), el cumplimiento de éstos se vislumbra complicado sobre todo 
si se considera que actualmente en México se vive una crisis en el sistema de salud. 
Esto se debe a que, el acceso a los servicios está vinculado al régimen laboral, lo que 
constituye una fuente de exclusión y discriminación, además de que el presupuesto 
que se le asigna es insuficiente y, por si fuera poco, no recibió incrementos reales 
durante la pandemia por COVID-19 y es profundamente desigual entre la población 
que cuenta con afiliación a la seguridad social y aquella que no (México Evalúa, et. al., 
2021).

 

Esfuerzos en materia de salud
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HALLAZGOS CLAVE

Por lo que se refiere a algunas de las acciones implementadas para apoyar a las 
personas solicitantes de refugio y refugiadas, se deben de mencionar las mesas 
interinstitucionales sobre Refugio y Protección Complementaria, las cuales trabajan 
en distintas áreas temáticas: identidad y documentación, inclusión educativa, acceso 
a la salud pública, e inclusión laboral (SEGOB, 2020). Además, destacan aquellas 
iniciativas emprendidas por ACNUR en colaboración con COMAR y otras dependencias 
federales como la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS).

A pesar de que, esfuerzos como el mencionado anteriormente representan avances 
en la dirección correcta, sin embargo, aún falta mucho por hacer, pues hasta ahora no 
es posible identificar políticas públicas claras y definidas al respecto, salvo por este 
tipo de acciones aisladas que se emprenden por parte del gobierno en colaboración 
y con el apoyo de otros actores. Sin embargo, el alcance que estas iniciativas llegan a 
tener es muy limitado, si se considera la cantidad de personas que solicitan refugio en 
México cada año y la cantidad que son reconocidas, resulta evidente la necesidad de 
que se implementen acciones de alcance nacional.

Empleabilidad y acceso a medios de vida

Ejemplo de ello es el Programa de Integración 
Local mediante el cual se realiza la reubicación 
de personas a regiones del país en donde 
existen condiciones base para el acceso al 
empleo y el costo de vida corresponde a los 
salarios. En este programa se hace una 
vinculación laboral, y se brinda apoyo en la 
búsqueda de vivienda, acceso a servicios 
públicos y acompañamiento psicosocial 

(ACNUR, 2021). 
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PANAMÁ

Retos en materia de atención y resolución de casos

HALLAZGOS CLAVE

El Ministerio de Gobernación, a través de la Oficina Nacional para la Atención de los 
Refugiados contabilizó la recepción de 410 solicitudes de refugio, detallando en su 
informe el número de solicitudes rechazadas y desistidas (ONPAR, 2021). Sin embargo, 
no se desagregaron los perfiles migratorios con mayores datos sociodemográficos 
para la identificación de grupos poblacionales específicos que permitieran entender 
de mejor manera la composición de los flujos migratorios en el país.

Esta falta de información es preocupante, pues si bien, en comparación con otros 
países, Panamá no recibe tantas solicitudes de reconocimiento de la condición de 
refugiado, esto no significa que en su territorio no se observe la presencia de personas 
migrantes que se encuentran en situaciones de alta vulnerabilidad, por el contrario, 
puede ser reflejo de la falta de mecanismos adecuados para la captación de personas 
con necesidad de protección o la falta de difusión de sus procedimientos e instancias 
de asistencia. Es por lo anterior que se debe resaltar la necesidad de fortalecer, desde 
las autoridades gubernamentales y la sociedad civil, los mecanismos que faciliten la 
identificación de personas que requieran asistencia y con ello, su atención y canalización 
a las instancias adecuadas.

Es debido a estas circunstancias, que resulta de suma importancia que el Gobierno 
de Panamá cuente con normatividad y procedimientos nacionales que permitan la 
correcta identificación, captación, y canalización de NNA migrantes no acompañados 
a instancias adecuadas en las que se le pueda brindar atención especializada. A este 
respecto, de la información recabada, únicamente se desprendió, según los reportes 
del Servicio Nacional de Fronteras, que los casos de NNA no acompañados que son 
detectados en la frontera, son referidos a la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia 
y Familia (SENNIAF) la cual les proporciona albergue y asistencia (OIM, 2021). Sin 
embargo, no se encontraron los detalles sobre protocolos de atención a este sector 
poblacional.

Acceso efectivo a la educación

En Panamá, desde su Constitución, hasta la Ley Orgánica de Educación establece 
que todos los NNA que viven en el país tienen derecho a recibir del Estado una 
educación integral, sin ningún tipo de discriminación, esto incluye a los solicitantes de 
la condición de refugiado, y personas refugiadas. Asimismo, gracias al Decreto 
Ejecutivo 1225 de 21 de octubre de 2015, el acceso al sistema educativo es universal, 
es decir, la falta de documentos no impide el acceso al sistema educativo (ONAR, 
Gobierno de Panamá), y más aún, la educación oficial es gratuita en todos los niveles 
preuniversitarios.
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HALLAZGOS CLAVE

Debido a lo anterior, en el año 2021, se registró que el 85% de niñas, niños y 
adolescentes solicitantes de refugio o refugiados en edad escolar en los niveles de 
primaria y secundaria fueron matriculados. Sin embargo, el acceso a la educación se 
ha visto limitado ya que el gobierno panameño cerró sus escuelas en marzo de 2020 
debido a la pandemia por COVID-19 y desde entonces ha impartido educación a 
distancia, poniendo en desventaja a niñas, niños y adolescentes sin recursos suficientes 
para acceder a las clases virtuales (ACNUR, 2021a).

El Estado panameño impulsó una serie de iniciativas con miras a brindar protección 
social a todas las personas residentes en el territorio panameño, incluyendo, tanto a 
refugiados reconocidos como solicitantes de la condición de refugiado, una de ellas 
fue la entrega de ayudas económicas y alimentos a personas en condición de 
vulnerabilidad, con el fin de combatir los efectos socioeconómicos causados por la 
epidemia de COVID-19. Asimismo, el gobierno de Panamá ha sumado esfuerzos con 
organismos y organizaciones internacionales tales como la Cruz Roja, para asistir a las 
personas en altas condiciones de vulnerabilidad con albergues temporales y comida.

Sin embargo, no basta con tener programas de protección social a migrantes, 
también es importante dimensionar el número de personas que acceden a este tipo 
de programas de forma efectiva, como un indicativo del camino que están siguiendo 
los países hacia la integración real de esos grupos en su territorio, y esto es parte de 
las áreas de oportunidad que tiene el gobierno panameño, ya que en los programas 
que ha impulsado, se carece de datos concretos que permitan medir la cobertura real 
de estos y la eficiencia de sus acciones en la población beneficiaria.

La Política Nacional de Salud de Panamá y sus lineamientos estratégicos (2016-2025) 
también consideran el acceso a la salud universal y el derecho de todas las personas 
que se encuentren en el territorio nacional de acceder a servicios de salud de calidad.

Entre los servicios brindados en el programa de salud se encuentran aquellos 
orientados a la nutrición, la salud materna infantil y los primeros auxilios. Dichos 
beneficios son de suma importancia y se consideran servicios básicos, sobre todo, 
considerando el grado de vulnerabilidad en que se presentan las personas migrantes. 
Aunado a ellos, considerando las experiencias traumáticas por las que atraviesan las 
personas en movilidad, muchas veces marcadas por la violencia, también resaltan la 
necesidad de redoblar los esfuerzos para atender las necesidades de las personas en 
términos de salud mental y apoyo psicosocial (IFRC GO, 2021).

Generación de información sobre las coberturas de protección social

Esfuerzos en materia de salud
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Empleabilidad y acceso a medios de vida

La normativa nacional que rige el derecho al trabajo de personas refugiadas, indica 
que, una vez que la solicitud para la determinación de la condición de refugio sea 
aprobada por la Comisión, las personas refugiadas acceden a los mismos derechos 
que un residente temporal, incluyendo el derecho al trabajo. A su vez, la ley establece 
la posibilidad de aplicar a la categoría migratoria de residente permanente después 
de residir en el país con la condición de refugiado por al menos tres años. Sin embargo, 
esta normatividad resulta inadecuada ya que, el proceso de admisibilidad puede 
demorarse hasta tres años en algunos casos, impidiendo de esta manera, la vinculación 
de la persona con el mercado laboral. Asimismo, otra barrera detectada es que el 
carné que se otorga a la persona refugiada es un documento diferenciado del 
documento de identidad de un nacional, lo que también dificulta el acceso al mercado 
laboral debido al desconocimiento de parte de los empleadores sobre el alcance y la 
validez de este. La consecuencia más visible de esta serie de limitantes es que las 
personas refugiadas reconocidas recurran al trabajo informal y en condiciones 
precarias. 

 
En el caso de los solicitantes, la situación se observa más grave, ya que la mayoría de 

ellos carecen de un permiso de trabajo u otro documento que les permita acceder a 
medios de vida dentro de la economía formal. Es por esta razón que, muchos de ellos 
también se ven obligados a recurrir a la economía informal de subsistencia para cubrir 
sus necesidades básicas como vivienda, alimentación o salud.
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El proceso de reconocimiento de la condición de refugiado en Belice puede mejorar, 
sobre todo, en cuanto al tiempo de resolución y aquellas medidas de atención 
aplicables a las personas para quienes se alargan sus procedimientos, es decir, se 
deben buscar maneras en las que se reduzca la posibilidad de que dichas personas 
queden en vulnerabilidad, en la indefensión e incertidumbre.

Es necesario desarrollar programas o estrategias para evitar actos de discriminación 
y se xenofobia entre la sociedad beliceña.

Contar con registros y bases de datos actualizadas y desagregadas para conocer las 
necesidades de las personas que se movilizan en el territorio beliceño y diseñar 
políticas públicas en torno a estas.

No se cuenta con protocolos, planes o programas especializados para la atención 
de personas en situación de grave vulnerabilidad, por ejemplo, en el caso de las 
personas de la comunidad LGBTQI+.

En el ámbito de la educación, es necesario procurar que, los principios de no 
discriminación y no exclusión de los NNA migrantes en edad escolar prevalezcan en 
todo momento y estos no queden supeditados a la solicitud de documentación 
específica para poder acceder al sistema escolar.

También se debe asegurar que en los planes y programas de estudio se integre el 
enfoque de educación intercultural, así como mecanismos para apoyar a los 
estudiantes que no tienen el inglés como su primera lengua.

En materia de protección social no se identificó ningún programa o acción específica 
por parte del gobierno para proteger o asistir a las personas en movilidad, más allá de 
las implementadas por agencias internacionales u OSC.

El reto en la materia de salud es ampliar esta atención para que, en la práctica, ésta 
llegue a todos los grupos, sin importar su condición migratoria, la falta de documentos 
o de dinero para pagar cuotas por mínimas que sean.

En cuanto a la generación de medios de vida dignos de las personas migrantes, la 
necesidad estriba en la flexibilización de los requisitos o programas específicos para 
obtener el permiso de trabajo temporal, así como en el diseño de programas que 
permitan que las personas migrantes de autoempleen.

BELICE

Consideraciones y recomendaciones

Reformar la normatividad en materia de admisión de personas extranjeras al 
país, toda vez que, a pesar de qué Belice forma parte y se ha adherido a una 

multiplicidad de acuerdos internacionales en pro de los derechos humanos de 
las personas en movilidad, hasta la fecha se sigue criminalizando el ingreso irregular 

de las personas a su territorio.
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Las autoridades costarricenses carecen de datos públicos detallados que cuenten 
con la desagregación de perfiles migratorios de los solicitantes de refugio y refugiados 
que permitan distinguir, no solo la nacionalidad de los solicitantes, sino otras 
características sociodemográficas de género, edad, nivel educativo y cualquier otra 
situación de vulnerabilidad que puedan presentar. 

Es necesario realizar un análisis particular del fenómeno migratorio de NNA 
migrantes, que permita generar políticas, planes y programas que garanticen de 
manera eficiente la captación, atención y canalización a instancias especializadas de 
este grupo migratorio.

Por lo que refiere a la población LGBTQ+, se advierte que, si bien en la normatividad 
está establecido que no se discriminará a ninguna persona por cuestiones de 
orientación sexual o identidad de género, lo cierto es que las políticas que fomenten 
su inclusión son reducidas y prácticamente invisibles, lo que deja en un estado de 
abandono sus necesidades y alimenta el rechazo social a este sector.

En cuanto a la protección social y laboral se encontraron una serie de áreas de 
oportunidad en las que se podría trabajar para que los solicitantes de refugio y 
refugiados tengan acceso a los programas establecidos, porque a pesar de los 
esfuerzos realizados por la sociedad civil e internacional, la cobertura efectiva de estos 
beneficios es muy baja. 

En materia del acceso a los servicios de salud para los solicitantes de refugio y 
refugiados, se reconocen los recientes esfuerzos del gobierno costarricense para 
hacer frente a la pandemia y sus consecuencias y la no exclusión incluso de aquellos 
migrantes cuya situación no ha sido regularizada, sin embargo, se advierte como área 
de oportunidad la superación de las barreras administrativas que limitan el acceso.

Los programas educativos en Costa Rica incluyen a la población migrante sin 
distinción alguna, sin embargo, al momento de su aplicación, se carece de capacitación 
y capacidad institucional para su correcta aplicación, pues las instituciones de 
educación básica no están preparadas para atender las particularidades de cada 
sector migratorio, principalmente a aquellos NNA no acompañados, además de que 
no hay estandarización de criterios o políticas de inclusión, por lo que el acceso a este 
derecho tampoco se garantiza.
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COSTA RICA
Actualmente existe un rezago importante en la resolución de 

los tramites de solicitud de reconocimiento de la condición de 
refugiado, lo que deja en estado de indefensión e incertidumbre 
a la población que necesita protección internacional.



| 51

Uno de los aspectos que resultan más urgentes es recuperar los espacios de diálogo 
constructivo y retroalimentación entre el gobierno y las organizaciones de la sociedad 
civil, esto con la finalidad de poder trabajar en conjunto para brindar atención a las 
personas en movilidad que lo requieren, aprovechar las capacidades de cada uno y, 
reconocer el papel fundamental que representan en la atención y garantía de derechos 
de las personas en movilidad.

Se requiere la implementación de acciones de monitoreo y seguimiento de casos de 
personas retornadas y de personas desplazadas internas, con la finalidad, no 
únicamente de conocer el impacto de las acciones implementadas por el Estado en 
su beneficio, sino también, para garantizar que no vuelvan a ser violentados sus 
derechos.

En el caso particular de las personas de la comunidad LGBTQI+, no ha sido posible 
detectar políticas públicas o programas específicos que se enfoquen en su protección, 
atención o visibilización como grupos vulnerables por lo que hay oportunidades para 
hacer acciones relevantes.

Es necesaria la diversificación de las políticas de atención hacia otros grupos tales 
como las personas en tránsito y los desplazados forzados internos, ya que la mayoría 
de las acciones de atención al fenómeno de la movilidad se concentran en la población 
retornada a El Salvador.

Es necesario focalizar los esfuerzos para garantizar la continuidad de los procesos 
educativos, sobre todo, en el caso de las poblaciones en movilidad, quienes se ven 
particularmente afectadas por los efectos derivados de contingencias tales como la 
reciente pandemia u otras como los desastres naturales, que se suman a las debilidades 
propias del sistema educativo.

Resulta fundamental ampliar el marco de atención y acciones específicas para la 
garantía del acceso al derecho a la salud de grupos que presentan mayor vulnerabilidad 
como las mujeres y niñas en movilidad.

CONSIDERACIONES Y RECOMENDACIONES

EL SALVADOR
Se reconoce que El Salvador va por buen camino en el 

establecimiento de marcos legales para la protección de personas 
desplazadas, mas aún es necesario que se realicen acciones 
complementarias enfocadas en la creación e implementación de un 

sistema de registro, sistematización y seguimiento de casos de 
desplazamiento forzado y otros indicadores que permitan elaborar y actualizar los 
perfiles de las personas desplazadas e identificar las causas que generan el 
desplazamiento forzado, las comunidades de origen y de destino, así como las 
consecuencias económicas, sociales, jurídicas y políticas que esto provoca.
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GUATEMALA
Del 2020 al 2021, la política migratoria guatemalteca se vio más enfocada a 
la implementación de acciones de contención migratoria, que en acciones 

de identificación de personas con potencial necesidad de protección internacional.

Las personas que regresan a Guatemala lo hacen a zonas o regiones de bajos 
ingresos, por lo que sus procesos de reintegración no son adecuados, toda vez que la 
mayoría de las acciones, programas e iniciativas se concentran en las zonas conurbadas 
o metropolitanas. En el caso de las personas desplazadas, el fenómeno ni siquiera se 
reconoce de manera oficial y, por lo tanto, no existen políticas públicas documentadas 
para tener y proteger a estas personas de forma específica.

Existe un amplio margen de vacíos de información en el registro, seguimiento, 
desagregación, identificación, y evaluación, tanto de las condiciones en las que viven 
las personas en algún contexto de movilidad, como de los resultados que los 
programas o iniciativas gubernamentales obtienen al respecto de su atención y 
protección, sobre todo, en el caso de las personas víctimas de desplazamiento forzado.

En todos los sectores fue posible identificar acciones aisladas para la atención de las 
personas en movilidad, si bien, en algunos casos estas fueron más representativas 
que en otros, en ninguno de ellos se pudo dar cuenta de verdaderas políticas públicas 
consolidadas, integrales y diferenciadas aplicables a cada uno de los perfiles que 
integran los diferentes flujos migratorios presentes en el país.

El trabajo de las organizaciones de la sociedad civil ha venido a ser compensatorio, 
o a suplir algunas de las obligaciones más apremiantes del Estado guatemalteco en 
torno a la atención protección, acompañamiento para el acceso a la justicia y a otro 
tipo de derechos básicos como la salud, la educación y el empleo entre las personas 
en algún contexto de movilidad.

El alcance e incidencia de las OSC es en Guatemala se ha visto gravemente afectado, 
no únicamente por los estragos de la pandemia, sino también por lo limitado de estos 
recursos materiales humanos y financieros.

Son pocos los espacios de diálogos efectivos y realmente participativos, identificados 
entre el gobierno y las organizaciones de la sociedad civil para abordar el fenómeno 
de la migración y los flujos de personas envueltas en este.

Es positivo el accionar del Estado en torno a la protección de niños, niñas y 
adolescentes en contexto de migración, mismo que se articula con alianzas estratégicas 
al interior y al exterior del país.

En el ámbito educativo las afectaciones por el COVID-19 pusieron de manifiesto la 
desigualdad estructural en la que se encuentran ciertas poblaciones para el acceso a 
las modalidades alternativas que se diseñaron, sobre todo, aquellas relacionadas con 
el acceso a dispositivos, conexión a Internet o costos derivados.
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CONSIDERACIONES Y RECOMENDACIONES

A pesar de lo anterior, fue posible dar cuenta de acciones que incentivan el acceso 
y permanencia de NNA migrantes al sistema educativo guatemalteco, si bien todavía 
hay bastantes retos que superar al respecto, la existencia de normatividades en la 
materia es un buen avance.

No fue posible encontrar ninguna iniciativa o política gubernamental especializada 
en la protección y atención de las personas migrantes pertenecientes a la comunidad 
LGBTQI+.

Resultó evidente y preocupante, la alta dependencia que tienen las instituciones 
guatemaltecas hacia la aportación, colaboración, apoyo o alianzas provenientes de 
agencias humanitarias internacionales tales como ACNUR, UNICEF, PNUD, OIM, u 
otras instituciones representantes de gobiernos extranjeros que se ocupan de 
promover el desarrollo en países del tercer mundo. Esto debido a que, prácticamente 
en todos los sectores, las iniciativas que se pudieron encontrar en forma de programas 
de apoyo, ayuda o protección habían sido resultado del diseño y trabajo de este tipo 
de organismos internacionales o actores globales, y no necesariamente constituían 
iniciativas de origen gubernamental o políticas públicas nacionales que se 
implementarán con estos apoyos suplementarios.

Es necesario atacar las causas de la migración forzada, tanto al interior como al 
exterior del país, considerando que, actualmente, los flujos migratorios en la región 
de personas provenientes de Honduras y hacia adentro de sus fronteras, se están 
incrementando e incluso se prevé que lleguen a superar sus niveles históricos más 
altos.

Dada la situación anterior es posible prever una saturación del sistema migratorio 
del país, sobre todo, en el aspecto de protección de las personas.

Resulta alarmante el incremento en la proporción de NNA que deciden migrar o 
que, junto con sus familias son víctimas de desplazamientos forzado interno.

Es de reconocer el avance en cuanto a normatividad y marcos institucionales para la 
atención del fenómeno de desplazamiento, sin embargo, mientras la ley en la materia 
no sea aprobada, aún queda mucho por hacer para que el Estado esté en posición de 
cumplir con sus obligaciones.

Otra área de oportunidad es el registro, monitoreo y seguimiento, tanto de las 
personas que se encuentran movilidad en el país o en retorno a éste, como de los 
programas y las acciones que se emprenden por parte del Gobierno para brindarles 
atención y protección, esto con la finalidad de presentar respuestas diferenciadas por 
perfil, basadas en evidencia.

HONDURAS
Con la aprobación de la Ley para la Prevención, Atención y 

Protección de las Personas Desplazadas Internamente por la 
Violencia, se abrirá el paso al diseño e implementación de planes y 

programas específicos para la atención y cuidado de las víctimas en diversos 
ámbitos, además de que se garantizará la asignación de recursos para tales efectos y 
la consecuente rendición de cuentas.



| 54

Es necesario diseñar mecanismos de atención que contemplen otras causas de 
desplazamiento tales como el cambio climático.

Es necesario reconocer y visibilizar las necesidades de protección y problemáticas 
específicas a las que se enfrentan grupos vulnerables, con la finalidad de que la 
atención que se les brinda sea especializada y basada en atender todos de manera 
significativa por población.

Para las personas en retorno es necesario ampliar los programas y servicios que se 
ofrecen, ya que, se pudo dar cuenta acciones que hablan de la voluntad del Gobierno 
para atender a esta población, sin embargo, dichas acciones no se consideran 
integrales ni suficientes para lograr con éxito el proceso de reinserción de las personas 
al país, por lo que se trata de acciones básicas de atención que se limitan a la fase de 
recepción, y para las que no se advierte un seguimiento.

Resulta positivo el espacio de diálogo que se mantiene abierto, para el trabajo en 
colaboración con organizaciones internacionales y con sociedad civil. Esto se confirmó 
con la serie de acciones que dichos actores implementan en apoyo a las obligaciones 
del Estado en materia de atención de personas en contexto de movilidad.

Si bien, no se observaron iniciativas de gran impacto para la garantía del acceso a la 
educación de niños, niñas y adolescentes en contexto de movilidad, tampoco se 
puede hablar de una indiferencia del Estado con respecto al tema, a pesar de los 
grandes retos que persisten en la materia.

Son grandes los desafíos en torno al sector de salud en Honduras esto, no únicamente 
en cuanto a la atención de personas en movilidad, sino en general para toda la 
población.
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MÉXICO
A pesar de que en México se encuentra el corredor migratorio 

más grande del mundo, se puede observar que, no existe una 
coordinación adecuada para el diseño e implementación de políticas 

públicas enfocadas a la atención y protección de todas las personas en situación de 
movilidad. 

De forma particular, el caso de las personas en tránsito se agravó, no únicamente 
por los estragos de la pandemia por COVID-19, sino también por la implementación 
de una política reactiva y de contención en arreglo a la tendencia marcada por 
Estados Unidos, que incluso, llevó a la comisión de serias violaciones a los derechos 
de las personas migrantes en su paso por México.

El incremento sin precedentes del número de personas con necesidad de 
protección internacional dejó ver que, si bien se implementaron algunos programas 
aislados, el gobierno de México no tiene una estrategia de respuesta humanitaria 
para atender a estas personas y garantizar la protección de sus derechos básicos.  Al 
tiempo que evidenció los rezagos institucionales y operacionales de dos de sus 
dependencias más importantes para la implementación de la política migratoria 
como lo son la COMAR y el INM.
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De forma particular, la COMAR ha continuado de forma indefinida con la suspensión 
de los plazos para las resoluciones de las solicitudes de reconocimiento de la condición 
de refugiado, lo que ha dejado a una gran cantidad de personas en una situación de 
alta vulnerabilidad e incertidumbre.

Es evidente la necesidad de contar con datos estadísticos (incluyendo bio-datos) 
sobre las personas integran las caravanas, las personas solicitantes de refugio, y las 
personas reconocidas como refugiados, o víctimas de desplazamiento. Estos datos 
deben incluir a las personas de mediana y larga estancia y deben de ser reportados 
en el nivel local y federal. Asimismo, los datos deben de aportar información sobre los 
perfiles sociodemográficos, las principales necesidades y problemáticas que 
enfrentan, así como los factores que detonaron su movilidad. Esto, con la finalidad de 
diseñar políticas públicas focalizadas que puedan tener impactos reales en la vida de 
las personas.

En el caso de las personas víctimas de desplazamiento interno es necesario que el 
gobierno mexicano, además de reconocer en el discurso la problemática, también 
diseñe políticas e instituciones que garanticen la atención y el acceso a la justicia. 

La política migratoria mexicana se ve muy enfocada en la atención de personas 
retornadas de origen mexicano, y a pesar de que tampoco es clara la existencia de 
una política pública en la materia, sí son más evidentes y amplias las acciones para 
esta población. 

Las organizaciones de la sociedad civil son quienes, en muchos casos, asumen la 
responsabilidad de brindar alojamiento, asesoría legal, atención psicosocial, médica 
y para la vinculación a fuentes de empleo, sin embargo, su capacidad se ha visto 
notoriamente afectada debido a la pandemia y a lo limitado de los recursos con los 
que cuentan.

Son de reconocer los avances en materia de protección a NNA en contexto de 
movilidad en México, si bien, no se cuenta con datos específicos sobre los avances en 
la materia o sobre los perfiles de los NNA que se atienden, al menos, se han tratado 
de armonizar los marcos legales conforme a la garantía de su interés superior.

Sigue siendo limitado el espacio de diálogo e intercambio de perspectivas entre 
representantes de la sociedad civil organizada que se enfocan en la atención de 
personas en contexto de movilidad y el gobierno mexicano. Los acercamientos 
únicamente se han quedado a niveles de colaboraciones aisladas y de invitaciones a 
mesas de trabajo, de las que no parece haber resultados en concreto que hayan 
tomado en cuenta las apreciaciones de las OSC.

El acceso al derecho a la educación aún se ve bastante limitado debido a la 
divergencia en los criterios de aplicación de las leyes mexicanas que prohíben la 
discriminación y la exclusión de personas migrantes en el sistema educativo, así como 
por el desconocimiento de dichas normas. Sin embargo, se reconocen avances en la 
materia en cuanto a la promoción de la inclusión de niños, niñas y adolescentes 
migrantes a los sistemas escolares formales, sobre todo, gracias a las iniciativas de 
agencias del sistema de Naciones Unidas, de la sociedad civil y de la voluntad de los 
niveles de gobierno.
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No es claro hasta qué punto una persona en movilidad en México, que no cuente 
con algún tipo de protección social puede acceder a su derecho a la salud.

No se cuenta con información oficial que dé cuenta de las acciones específicas y sus 
resultados en cuanto a la prevención y atención de las personas migrantes frente al 
COVID-19. Solamente se sabe que algunas personas pudieron acceder a la vacuna.

El sector laboral y de medios de vida parece ser uno de los mejores atendidos, toda 
vez que se identificaron ciertos programas para la promoción del empleo, y si bien la 
mayoría de ellos se hicieron con el apoyo de otros actores, al menos se evidenció una 
mayor voluntad por parte del gobierno en este rubro.

En general, no se encontró información a nivel federal que diera cuenta de la 
existencia de políticas públicas o acciones específicas para la atención de las personas 
LGBTIQ+ que se encuentran en algún contexto de movilidad.

Actualmente existe gran rezago en la resolución de los tramites de solicitud de la 
condición de refugiado, lo que pone en estado de indefensión a la población migrante 
Los tiempos de atención de las solicitudes de reconocimiento de la condición de 
refugiado son muy extensos, el promedio oscila entre 6 y 12 meses, llegando incluso 
a los 2 años, lo cual es una oportunidad para dotar de mayor capacidad institucional 
para dar atención a las solicitudes, ya que, en comparación con otros países, el número 
de trámites recibidos es considerablemente bajo.

Se reconoce que el gobierno panameño ha realizado esfuerzos para sumar más 
recurso humano para el trabajo con personas migrantes, no obstante, este no es 
suficiente para cubrir la alta demanda de personas en necesidad de protección en el 
país, y en gran medida depende de apoyos externos.

Se carece de datos desagregados que cuenten con la información de perfiles 
migratorios de los solicitantes de refugio y refugiados que permitan distinguir, no solo 
su nacionalidad, sino sus identidades de género, edad, nivel educativo o, cualquier 
otra situación de vulnerabilidad que presenten, aunado a que, tampoco se cuenta con 
información sobre las solicitudes admitidas.

PANAMÁ
La sociedad civil ha brindado mayoritariamente la atención 

de los grupos migratorios, contribuyendo a la promoción, 
respeto y protección los derechos de las personas solicitantes 

de refugio y refugiadas en Panamá, mediante el impulso de acciones para que se 
visibilicen las áreas de oportunidad del gobierno panameño y se trabaje en conjunto 
para cerrar las brechas de desigualdad y desatención.

La pandemia por el virus de la COVID-19 y sus consecuencias han sido sorteados 
por las autoridades gubernamentales, gracias al apoyo de la sociedad civil y la 
comunidad internacional; y a pesar de las dificultades que implicó la atención de las 
solicitudes de reconocimiento de la condición de refugiado, el gobierno panameño 
corrigió el rumbo e implementó mecanismos alternos para presentar solicitudes y 
no negar el acceso de los migrantes a este derecho.
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Fortalecer la construcción de políticas positivas como la garantía de entrega de 
medios de identificación para las personas refugiadas y solicitantes de esta condición, 
lo cual contribuye a disminuir la incertidumbre por su condición de estancia en el país.

En cuanto a la normatividad sobre refugio, se advierte que la misma es adecuada e 
incluyente, ya que dispone que no se deberá discriminar por ninguna razón a los 
solicitantes, la única área de mejora que se considera es la de ampliar su concepto de 
refugio, incluyendo lo dispuesto en la Convención de Cartagena.

Se reconoce de Panamá las intenciones de fortalecer el marco de atención de los 
NNA no acompañados, aunque aún cuentan con un gran camino que recorrer, 
empezando por la definición de competencias entre las instancias involucradas.

En cuanto a las acciones en materia de educación resulta sobresaliente que la misma 
sea considerada universal y gratuita desde la constitución política de Panamá y que el 
porcentaje de cobertura se encuentre por arriba del 80%, sin embargo, debido a la 
pandemia, el acceso a ese derecho se ha visto mermado por la falta de insumos 
tecnológicos que permitieran a las comunidades refugiadas con más bajos recursos 
acceder a las clases virtuales.

De igual forma, la gratuidad y universalidad del derecho de salud es de reconocerse, 
sobre todo en el marco de la pandemia, siendo un gran mérito que los servicios de 
salud y vacunación no se hayan negado a aquellos migrantes incluso que no estaban 
regularizados. No obstante, se requieren esfuerzos mayores para incluir en el marco 
de los servicios de salud a enfermedades mayores, y no así solo la atención primaria, 
pues el tener que acudir a hospitales privados para la atención de especialidades, 
puede llegar a ser inalcanzable para los refugiados y/o solicitantes de esta condición.

Por su parte, en cuanto a programas sociales y trabajo, se reconocen las intenciones 
del Gobierno panameño por proporcionar un marco legal adecuado, sin embargo, 
aún se requiere la reforma de normativas específicas que resultan excluyentes, así 
como la instrumentación de planes y programas que tengan impacto y que puedan 
cubrir a la mayor parte de la población refugiada y solicitante de esta condición y se 
pueda hablar entonces de una adecuada inclusión social.

Por lo que refiere a la sociedad civil se advierte como área de mejora la celebración 
de mesas de diálogo, para que las acciones que se brindan sean de manera coordinada 
permitiendo no solo brindar atenciones particulares a casos concretos, sino generar 
redes de apoyo para las personas migrantes, solicitantes de refugio y refugiadas. 
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